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En Barranquilla, a los treinta (30) día del mes de julio del año dos mil 

veintiséis (2026), el JUZGADO OCTAVO LABORAL DEL CIRCUITO DE 

BARRANQUILLA, en ejercicio de sus competencias constitucionales y 

legales, dentro del término legal procede a decidir la acción de tutela 

referenciada, conforme los siguientes,  

SUSTENTO FÁCTICO. 

Que el Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación – MINCIENCIAS 

expidió la Convocatoria No. 975 de 2026, denominada "Becas para el 

Cambio", con el propósito de conformar un Banco Preliminar de Propuestas 

Elegibles para la financiación de estudios de maestría y doctorado, 

estableciendo para ello requisitos habilitantes, criterios de evaluación, 

mecanismos de calificación y criterios de desempate, bajo los principios 

constitucionales de igualdad, transparencia, objetividad, publicidad y 

debido proceso. 

En atención a dicha convocatoria, la señora MARÍA VALENTINA FONTALVO 

RUA presentó oportunamente su postulación, allegando la totalidad de la 

documentación exigida y cumpliendo cada uno de los requisitos establecidos 

en los términos de referencia, con la expectativa legítima de que su 

propuesta fuera evaluada conforme a los principios constitucionales y 

legales que rigen la función administrativa. 

Una vez culminado el proceso de evaluación, MINCIENCIAS publicó el Banco 

Preliminar de Propuestas Elegibles correspondiente a la Convocatoria No. 

975 de 2026, en el cual la accionante aparece registrada bajo el código de 

proyecto No. 128052, identificada como MARÍA VALENTINA FONTALVO 

RUA. 

Que al revisar el registro correspondiente a su propuesta, la accionante 

observó que la propia entidad certificó expresamente que: 

•Cumple requisitos: CUMPLE. 



 

 

•Condiciones inhabilitantes: NO. 

• Observaciones: No registra observaciones. 

Lo anterior demuestra que, conforme a la información oficial publicada por 

la entidad, su propuesta superó satisfactoriamente la etapa de verificación 

de requisitos y no fue objeto de observaciones o causales de inhabilidad que 

justificaran su exclusión del proceso. 

Sin embargo, en la columna denominada "Observaciones del desempate", el 

Ministerio consignó la anotación "Desempate por la fecha y hora del 

registro", sin explicar el alcance de dicha anotación, las circunstancias que 

dieron lugar a su aplicación, el fundamento normativo para utilizar ese 

criterio en su caso, ni la manera en que dicho criterio incidió en el resultado 

final de la evaluación. 

A pesar de que el propio documento oficial reconoce que su propuesta 

cumplió la totalidad de los requisitos, no presenta condiciones 

inhabilitantes y carece de observaciones negativas, el resultado finalmente 

publicado por la entidad fue "Elegible preliminar: NO", sin que en el acto 

administrativo se expresaran las razones de hecho, técnicas, jurídicas o 

metodológicas que sustentan dicha determinación. 

Que la publicación efectuada por MINCIENCIAS tampoco contiene 

información relacionada con el puntaje obtenido por su propuesta, la 

calificación asignada en cada uno de los criterios de evaluación, la 

ponderación aplicada, los conceptos emitidos por los evaluadores, el orden 

de clasificación ni la explicación de las razones por las cuales su propuesta 

no fue incluida dentro del Banco Preliminar de Elegibles. 

La única referencia adicional contenida en el registro consiste en la 

expresión "Desempate por la fecha y hora del registro", circunstancia que, 

lejos de aclarar las razones de la decisión, genera incertidumbre sobre la 

forma en que fue evaluada su propuesta, pues no se indica si existió un 

empate en puntaje, cuál fue dicho puntaje, con quién se produjo el supuesto 

empate, cómo se aplicó el criterio de desempate ni cuál fue el fundamento 

jurídico y técnico utilizado por la entidad para adoptar la decisión final. 

La falta de motivación de la decisión administrativa le impide conocer las 

razones reales que condujeron a que su propuesta fuera calificada como 

"Elegible preliminar: NO", imposibilitando verificar la correcta aplicación de 

los criterios establecidos en la convocatoria, ejercer oportunamente su 

derecho de contradicción, formular observaciones de manera informada y 

controvertir la decisión adoptada por la entidad accionada. 

Que la actuación desplegada por MINCIENCIAS desconoce los principios 

constitucionales de publicidad, transparencia, objetividad, buena fe y 

debido proceso administrativo, toda vez que toda decisión que afecte los 

derechos o expectativas legítimas de los ciudadanos debe encontrarse 

debidamente motivada, permitiendo conocer las razones que la sustentan y 

garantizando el ejercicio efectivo de los mecanismos de defensa. 

Que la ausencia de motivación suficiente en la decisión adoptada configura 

una vulneración de los derechos fundamentales de la accionante al debido 

proceso, al derecho de petición, al acceso a la información pública, a la 

igualdad y al derecho de defensa, razón por la cual acude a la presente 

acción de tutela en procura de la protección inmediata de sus garantías 



 

 

constitucionales y con el fin de que la entidad accionada motive de manera 

clara, suficiente y completa la decisión adoptada respecto de su postulación, 

garantizando un procedimiento administrativo transparente y respetuoso de 

la Constitución Política. 

Que el cronograma de la convocatoria establece un término para presentar 

reclamaciones u observaciones frente al banco preliminar de elegibles. Sin 

embargo, la ausencia de una motivación clara y suficiente respecto de la 

decisión adoptada impide a la accionante ejercer de manera real y efectiva 

dicho mecanismo de defensa, pues resulta imposible controvertir una 

decisión cuyas razones se desconocen. 

En consecuencia, de lo anterior solicita como pretensión tutelar sus 

derechos invocados y que se ordene al representante legal de las accionadas: 

“PRIMERA. AMPARAR mis derechos fundamentales al debido proceso, 

defensa y contradicción, igualdad, petición, acceso a la información pública, 

buena fe, publicidad, transparencia y a los principios que rigen la función 

administrativa, consagrados en los artículos 13, 23, 29, 74, 83, 86 y 209 de 

la Constitución Política, los cuales considero vulnerados por el Ministerio de 

Ciencia, Tecnología e Innovación – MINCIENCIAS;  

SEGUNDA. ORDENAR al Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación – 

MINCIENCIAS que, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la 

notificación del fallo, me entregue de manera íntegra, completa, clara y 

debidamente motivada la evaluación realizada a mi propuesta presentada en 

la Convocatoria No. 975 de 2026, incluyendo como mínimo: 

• El puntaje total obtenido.  

• La calificación obtenida en cada criterio de evaluación.  

• Los criterios técnicos y metodológicos aplicados.  

• Los conceptos, observaciones o informes emitidos por los evaluadores.  

• La explicación clara, suficiente y motivada de las razones por las cuales mi  

propuesta fue calificada con el resultado "Elegible preliminar: NO".  

• La explicación del alcance y aplicación de la anotación "Desempate por la 

fecha y hora del registro", indicando si efectivamente existió un empate, con 

quién se presentó, cuál fue el puntaje obtenido y de qué manera dicho criterio 

incidió en la decisión final.  

TERCERA. ORDENAR al Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación – 

MINCIENCIAS que garantice el ejercicio efectivo de mi derecho de defensa y 

contradicción, otorgándome un término razonable para presentar las 

observaciones, reclamaciones o recursos a que haya lugar, una vez tenga 

conocimiento pleno de la evaluación y de las razones que sustentan la 

decisión adoptada. 

CUARTA. ORDENAR que, en caso de verificarse que la decisión administrativa 

fue adoptada sin la debida motivación, con desconocimiento de los principios 

de transparencia, publicidad, objetividad o debido proceso, se deje sin efectos 

el resultado publicado respecto de mi propuesta y se adelante una nueva 

evaluación integral, objetiva, imparcial y debidamente motivada, con estricta 

observancia de los términos de referencia de la convocatoria No. 975 de 2026 

y de las garantías constitucionales. 

QUINTA. ORDENAR al Ministerio que, una vez realizada la nueva evaluación 

o emitida la motivación correspondiente, expida una decisión administrativa 

clara, expresa, completa y debidamente fundamentada, permitiendo el 



 

ejercicio efectivo de los mecanismos de contradicción y defensa previstos en 

la convocatoria. 

SEXTA. Como medida de protección, ORDENAR al Ministerio de Ciencia, 

Tecnología e Innovación – MINCIENCIAS que se abstenga de consolidar de 

manera definitiva la situación jurídica de mi propuesta, o de hacer irreversible 

la decisión cuestionada, hasta tanto se garantice plenamente el ejercicio de 

mis derechos fundamentales y se dé cumplimiento a las órdenes impartidas 

en el presente fallo. 

SÉPTIMA. ORDENAR cualquier otra medida que el despacho considere 

necesaria para restablecer de manera integral mis derechos fundamentales y 

garantizar el cumplimiento efectivo de la Constitución Política.”. 

TRAMITE 

Asumido el conocimiento, mediante auto del 16 de julio de 2026, se admitió 

la acción de tutela presentada por la señora MARÍA VALENTINA FONTALVO 

RUA, contra el MINISTERIO DE CIENCIA, TECNOLOGÍA E INNOVACIÓN – 

MINCIENCIA, por la presunta vulneración de sus derechos fundamentales 

al debido proceso, igualdad, petición, acceso a la información pública, 

defensa, contradicción, buena fe, transparencia y publicidad administrativa. 

En la misma providencia, el despacho reconoció como pruebas los 

documentos aportados por la accionante, ordenó requerir a las entidades 

accionadas para que, en el término de cuarenta y ocho (48) horas, rindieran 

informe y allegaran las pruebas que estimaran pertinentes, y dispuso la 

vinculación a los aspirantes inscritos en la Convocatoria No. 975 de 2026 – 

"Becas para el Cambio", adelantada por el MINISTERIO DE CIENCIA, 

TECNOLOGÍA E INNOVACIÓN – MINCIENCIAS, para estos efectos, se 

ordenó a la accionada que prestaran su colaboración para llevar a cabo la 

notificación de los vinculados, a través de sus plataformas electrónicas o por 

el medio más expedito, a fin de que estos contaran con el mismo plazo de 

cuarenta y ocho (48) horas para pronunciarse respecto de los hechos y 

pretensiones de la acción. 

Finalmente, el despacho ordenó la notificación de la presente actuación a la 

accionante, a las entidades accionadas, a los vinculados y al Ministerio 

Público. 

Enterados del presente pleito la parte convocada, se pronunció en la 

siguiente manera: 

La entidad accionada MINISTERIO DE CIENCIA, TECNOLOGÍA E 

INNOVACIÓN – MINCIENCIAS, a través de su apoderado judicial, solicitó 

negar el amparo constitucional al considerar que no ha vulnerado derecho 

fundamental alguno de la accionante. Como fundamento de su defensa, 

expuso que la Convocatoria No. 975 de 2026 "Becas para el Cambio" se 

desarrolló conforme a los términos de referencia previamente establecidos y 

publicados, los cuales definieron de manera clara los requisitos de 

participación, los criterios de evaluación, las etapas del proceso y las reglas 

para la conformación del Banco Preliminar de Elegibles, de obligatorio 

cumplimiento para todos los participantes.  

Explicó que la propuesta presentada por la señora María Valentina Fontalvo 

Rua fue sometida al proceso de evaluación técnica previsto en la 

convocatoria, obteniendo una calificación final de 38 puntos sobre 100, 

puntaje inferior al mínimo de 70 puntos exigido para integrar el Banco 

Preliminar de Elegibles. Indicó que dicha calificación obedeció a la 



 

 

valoración técnica realizada por el evaluador, quien evidenció deficiencias 

en aspectos como el aporte técnico y científico de la propuesta, la 

articulación con los actores del Sistema Nacional de Ciencia, Tecnología e 

Innovación, los resultados esperados de investigación e innovación y el 

enfoque diferencial, razón por la cual emitió concepto desfavorable de 

elegibilidad.  

Asimismo, sostuvo que la convocatoria contemplaba un mecanismo 

administrativo específico para que los aspirantes conocieran el detalle de su 

evaluación, descargaran el reporte correspondiente y formularan solicitudes 

de aclaración o reclamaciones dentro del término previsto en el cronograma. 

Señaló que dicho mecanismo constituía un medio de defensa idóneo y eficaz 

que debía agotarse previamente antes de acudir a la acción de tutela, 

circunstancia que, a su juicio, no ocurrió en el presente caso, razón por la 

cual solicitó declarar la improcedencia del amparo por incumplimiento del 

requisito de subsidiariedad. Añadió que la inconformidad de la accionante 

corresponde únicamente a un desacuerdo con el resultado de la evaluación 

técnica y no demuestra una actuación arbitraria o violatoria de derechos 

fundamentales por parte de la entidad.  

Finalmente, la accionada invocó jurisprudencia de la Corte Constitucional 

sobre la naturaleza subsidiaria de la acción de tutela frente a las 

controversias derivadas de concursos y convocatorias públicas, destacando 

que las irregularidades deben ser discutidas, en principio, mediante los 

mecanismos administrativos y judiciales ordinarios previstos para ello. En 

consecuencia, solicitó al despacho negar el amparo, al considerar que las 

decisiones adoptadas se ajustaron a los términos de referencia de la 

convocatoria y no configuraron vulneración de los derechos fundamentales 

invocados por la accionante. 

Los aspirantes inscritos en la Convocatoria No. 975 de 2026 – "Becas para 

el Cambio", adelantada por el MINISTERIO DE CIENCIA, TECNOLOGÍA E 

INNOVACIÓN – MINCIENCIAS, pese a estar debidamente notificados, 

guardaron silencio durante el término del traslado. 

PROBLEMA JURÍDICO. 

Corresponde al Despacho determinar si el MINISTERIO DE CIENCIA, 

TECNOLOGÍA E INNOVACIÓN – MINCIENCIAS vulneró los derechos 

fundamentales al debido proceso, de petición, de acceso a la información 

pública, de defensa e igualdad de la señora MARÍA VALENTINA FONTALVO 

RUA, al publicar el Banco Preliminar de Propuestas Elegibles de la 

Convocatoria No. 975 de 2026 calificando su postulación como "Elegible 

preliminar: NO", presuntamente sin motivar de manera suficiente dicha 

decisión ni suministrar la información relacionada con el puntaje obtenido, 

los criterios de evaluación y las razones que sustentaron su exclusión; o si, 

por el contrario, la actuación de la entidad se ajustó a los términos de 

referencia de la convocatoria, existían mecanismos administrativos idóneos 

para controvertir el resultado y, por ende, la acción de tutela resulta 

improcedente por incumplimiento del requisito de subsidiariedad.  

CONSIDERACIONES JURÍDICAS Y FÁCTICAS. 

La acción de tutela, consagrada en al artículo 86 de la Carta política, fue 

instituida para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, por sí 

misma o por quien actúe a su nombre la protección de sus derechos 

Constitucionales Fundamentales, cuando quiera que estos resulten 



 

vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad 

pública o privada. 

 

Para la procedencia de la acción, es necesario que el afectado no disponga 

de otro medio de defensa eficaz y subsidiario de los derechos 

Constitucionales de naturaleza fundamental de toda persona, principio que 

debe estar siempre en toda interpretación y decisión relacionada con ellos y 

además con el ejercicio del amparo consagrado en al artículo 86 de la Carta 

Política. 

Legitimación por activa  

En el presente asunto, se encuentra acreditada la legitimación en la causa 

por activa, toda vez que la señora María Valentina Fontalvo Rua promovió 

la presente acción de tutela en nombre propio, al estimar vulnerados sus 

derechos fundamentales al debido proceso, de petición, de acceso a la 

información pública, de defensa e igualdad, con ocasión de la actuación 

adelantada por el Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación – 

MINCIENCIAS dentro de la Convocatoria No. 975 de 2026 "Becas para el 

Cambio", en la cual participó como aspirante. En consecuencia, se 

encuentra habilitada para solicitar la protección constitucional de los 

derechos que considera conculcados. 

En consecuencia, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la 

Constitución Política y el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991, se encuentra 

legitimado para promover la presente acción constitucional, por ser la titular 

de los derechos cuya protección reclama.  

Legitimación por Pasiva 

De conformidad con los artículos 5 y 13 del Decreto 2591 de 1991, la acción 

de tutela procede contra toda autoridad pública o, excepcionalmente, contra 

particulares, cuando estos tengan la capacidad de vulnerar o amenazar 

derechos fundamentales. 

En el presente asunto, se encuentra acreditada la legitimación en la causa 

por pasiva del MINISTERIO DE CIENCIA, TECNOLOGÍA E INNOVACIÓN – 

MINCIENCIAS, toda vez que se trata de la entidad pública encargada de 

adelantar la Convocatoria No. 975 de 2026 – "Becas para el Cambio", 

establecer sus términos de referencia, verificar el cumplimiento de 

requisitos, evaluar las propuestas presentadas y publicar el Banco 

Preliminar de Propuestas Elegibles, actuaciones respecto de las cuales la 

accionante atribuye la presunta vulneración de sus derechos fundamentales 

al debido proceso, petición, acceso a la información pública, igualdad y 

defensa. 

De igual manera, se advierte la legitimación por pasiva respecto de los 

aspirantes inscritos en la Convocatoria No. 975 de 2026 – "Becas para el 

Cambio", vinculados al presente trámite constitucional, en calidad de 

terceros con interés legítimo, en atención a que las decisiones que se 

adopten dentro de esta acción de tutela podrían eventualmente incidir en el 

desarrollo de la convocatoria, en la conformación del Banco Preliminar de 

Elegibles y en las expectativas de quienes participaron en dicho proceso. Por 

tal razón, su vinculación resulta necesaria para garantizar los derechos 

fundamentales al debido proceso, contradicción y defensa. 



 

 

En consecuencia, tanto el Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación – 

MINCIENCIAS, como los aspirantes vinculados, están legitimados para 

intervenir dentro del presente trámite constitucional, en los términos 

previstos por la normativa que regula la acción de tutela. 

Principio de inmediatez 

La acción de tutela, como mecanismo excepcional de protección de los 

derechos fundamentales, exige que la reclamación se interponga dentro de 

un término razonable contado a partir del momento en que ocurre la 

presunta vulneración o amenaza, de manera que no se convierta en un 

instrumento desproporcionado frente a la seguridad jurídica y la estabilidad 

de las relaciones jurídicas. 

En el presente asunto se encuentra acreditado el cumplimiento del requisito 

de inmediatez, toda vez que la acción de tutela fue promovida dentro de un 

término razonable respecto de la actuación que la accionante considera 

vulneradora de sus derechos fundamentales, relacionada con la publicación 

del Banco Preliminar de Propuestas Elegibles de la Convocatoria No. 975 de 

2026 – "Becas para el Cambio", adelantada por el Ministerio de Ciencia, 

Tecnología e Innovación – MINCIENCIAS. 

Si bien la entidad accionada no señaló dentro de su contestación la fecha 

exacta de publicación del resultado cuestionado, sí indicó que la 

convocatoria contempló un cronograma con etapas y términos definidos, así 

como un periodo posterior a la publicación del banco preliminar para la 

presentación de solicitudes de aclaración por parte de los participantes.  

En ese sentido, al advertirse que la inconformidad planteada por la 

accionante surge dentro del trámite administrativo de la convocatoria y que 

la acción constitucional fue presentada con ocasión de la decisión mediante 

la cual su propuesta fue determinada como "Elegible preliminar: NO", se 

concluye que la solicitud de amparo fue presentada oportunamente, 

cumpliéndose con el presupuesto de inmediatez. 

Principio de subsidiariedad 

El artículo 6º del Decreto 2591 de 1991 prevé que la acción de tutela sólo 

procede cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, 

a menos que se presente como instrumento transitorio en aras de evitar un 

perjuicio irremediable, el cual deberá probarse.  

La acción de tutela como se sabe se caracteriza por ser un mecanismo 

subsidiario, lo cual significa que solo es procedente cuando no existan otras 

vías judiciales idóneas para la protección del derecho fundamental invocado, 

o cuando de existir una vía adecuada se haga imprescindible la intervención 

del juez constitucional para evitar un perjuicio irremediable. 

El anterior requisito es necesario que se cumpla para evitar que el juez de 

tutela invada orbitas propias de otras jurisdicciones, debiéndose ocupar solo 

de aspectos relacionados con la presunta vulneración de derechos 

fundamentales. 

En las anteriores condiciones, en razón al principio de subsidiariedad de la 

acción de tutela, el mecanismo de la acción de tutela, por regla general, no 

procede contra los actos de la administración proferidos dentro de un 

concurso de méritos, por cuanto el legislador ha dotado de herramientas 

idóneas a los ciudadanos para el control de dichas actuaciones, contando 



 

inclusive con medidas inmediatas y eficaces como son las medidas 

cautelares. 

En relación con la subsidiariedad, la Corte Constitucional ha precisado lo 

siguiente:  

“En este sentido, esta Corporación ha sostenido que la acción de tutela 
obedece al principio de subsidiariedad, es decir, no es un mecanismo de 
defensa judicial alternativo o supletorio de los recursos o medios ordinarios 
previstos por el legislador para el amparo de un derecho; no puede ser 
empleada para revivir oportunidades procesales vencidas como consecuencia 
de la inactividad injustificada del interesado; y, no constituye un último medio 
judicial para alegar la vulneración o afectación de un derecho de conformidad 
con la sentencia T-086 de 2012.  

En efecto, conforme con su naturaleza constitucional, en criterio de la Corte 
Constitucional, la acción de tutela es el mecanismo preferente de protección 
de los derechos fundamentales, cuyo ejercicio debe estar dirigido a obtener 
un amparo efectivo e inmediato frente a los actos u omisiones que los 
amenacen o vulneren. Es por ello, ha dicho la Corporación, que la acción de 
tutela no puede ser entendida como una instancia idónea para tramitar y 
decidir conflictos de rango legal, pues con este propósito, el legislador dispuso 
los medios y recursos judiciales adecuados, así́como las autoridades y jueces 
competentes.” 

Según la jurisprudencia el juez de tutela puede prescindir, de manera 

excepcional, de la subsidiariedad siempre que exista un perjuicio 

irremediable. En esos eventos, la situación fáctica en concreto amerita 

adoptar medidas transitorias inmediatas para evitar la concreción de una 

lesión a prerrogativas fundamentales. 

Para la configuración del perjuicio irremediable, la Corte Constitucional, 

señalo en la sentencia T 160 de 2018 lo siguiente: 

Para determinar la configuración de un perjuicio irremediable, en criterio de 
este Tribunal, deben concurrir los siguientes elementos: (i) el perjuicio ha de 
ser inminente, es decir, que está por suceder;(ii) las medidas que se requieren 
para conjurarlo han de ser urgentes; (iii) el perjuicio debe ser grave, esto es, 
susceptible de generar un daño transcendente en el haber jurídico de una 
persona; y finalmente, (iv) exige una respuesta impostergable para asegurar 
la debida protección de los derechos comprometidos.  

En desarrollo de lo expuesto, en la Sentencia T-747 de 2008, se consideró que 
cuando el accionante pretende la protección transitoria de sus derechos 
fundamentales a través de la acción de tutela, tiene la carga de “presentar y 
sustentar los factores a partir de los cuales se configura el perjuicio 
irremediable, ya que la simple afirmación de su acaecimiento hipotético es 
insuficiente para justificar la procedencia la acción de tutela” 

El artículo 29 de la Constitución Política establece que el derecho 

fundamental al debido proceso se aplicará a todas las actuaciones judiciales 

y administrativas y que toda persona tiene derecho a un debido proceso 

público sin dilaciones injustificadas. La Corte Constitucional (Sentencia, 

SU179, 2021) señaló que la vulneración del debido proceso, en un proceso 

judicial o administrativo, se configura cuando se incumple el término legal 

para realizar un acto por parte del funcionario competente; la demora excede 

el concepto de plazo razonable y; no existe una justificación razonable para 

la demora. De ese modo, el simple incumplimiento de un término legal no 

implica, por sí solo, la vulneración del derecho al debido proceso, pues se 

requiere que tal retraso sea injustificado. 

DERECHO DE PETICIÓN 

 



 

 

El artículo 23 de la Constitución Nacional, consagra el derecho fundamental 

de petición como el medio por el cual las personas pueden presentar 

solicitudes   ante   las   autoridades públicas   o   privadas   para   garantizar   

la protección de sus derechos fundamentales. 

 

De igual forma la Ley 1437 de 2011, la cual expide el Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo establece 

normas claras sobre el derecho de petición: 

 
“Artículo 5. Derechos de las personas ante las autoridades. En sus relaciones con las 
autoridades toda persona tiene derecho a: 
1. Presentar peticiones en cualquiera de sus modalidades, verbalmente, o por escrito, 
o por cualquier otro medio idóneo y sin necesidad de apoderado, así como a obtener 
información y orientación acerca de los requisitos que las disposiciones vigentes 

exijan para tal efecto. 
Las anteriores actuaciones podrán ser adelantadas o promovidas por cualquier medio 
tecnológico o electrónico disponible en la entidad, aún por fuera de las horas de 
atención al público. 
2. Conocer, salvo expresa reserva legal, el estado de cualquier actuación o trámite y 
obtener copias, a su costa, de los respectivos documentos. 
3. Salvo reserva legal, obtener información que repose en los registros y archivos 
públicos en los términos previstos por la Constitución y las leyes. 
4. Obtener respuesta oportuna y eficaz a sus peticiones en los plazos establecidos 
para el efecto. 
5. Ser tratado con el respeto y la consideración debida a la dignidad de la persona 
humana. 
6. Recibir atención especial y preferente si se trata de personas en situación de 
discapacidad, niños, niñas, adolescentes, mujeres gestantes o adultos mayores, y en 
general de personas en estado de indefensión o de debilidad manifiesta de 
conformidad con el artículo 13 de la Constitución Política. 

7. Exigir el cumplimiento de las responsabilidades de los servidores públicos y de los 
particulares que cumplan funciones administrativas. 
8. A formular alegaciones y aportar documentos u otros elementos de prueba en 
cualquier actuación administrativa en la cual tenga interés, a que dichos documentos 
sean valorados y tenidos en cuenta por las autoridades al momento de decidir y a 
que estas le informen al interviniente cuál ha sido el resultado de su participación en 
el procedimiento correspondiente. 

9. Cualquier otro que le reconozca la Constitución y las leyes. 
 

Sobre el derecho de petición, la Corte Constitucional declaró exequible la 

mayor parte del proyecto de ley estatutaria que reforma la regulación del 

derecho de petición, contenida en el Código de Procedimiento Administrativo 

y de lo Contencioso Administrativo (Ley 1437 del 2011, CPACA), quedando 

así la ley estatutaria 065 de 2012 senado – 227 de 2013 cámara: 

 

“Artículo 13. Objeto y Modalidades del Derecho de Petición ante Autoridades. Toda 
persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los 
términos señalados en este Código, por motivos de interés general o particular, y a 
obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma. Toda actuación que 
inicie cualquier persona ante las autoridades implica el ejercicio del derecho de 
petición consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política, sin que sea necesario 
invocarlo. Mediante él, entre otras actuaciones, se podrá solicitar: el reconocimiento 
de un derecho, la intervención de una entidad o funcionario, la resolución de una 
situación jurídica, la prestación de un servicio, requerir información, consultar, 
examinar y requerir copias de documentos, formular consultas, quejas, denuncias y 
reclamos e interponer recursos. 
 
El ejercicio del derecho de petición es gratuito y puede realizarse sin necesidad de 
representación a través de abogado, o de persona mayor cuando se trate de menores 

en relación a las entidades dedicadas a su protección o formación  
 
Artículo 15. Presentación y radicación de peticiones. 
Las peticiones podrán presentarse verbalmente ante el funcionario competente y 
deberá quedar constancia de la misma, o por escrito, y a través de cualquier medio 
idóneo para la comunicación o transferencia de datos. Los recursos se presentarán 
conforme a las normas especiales de este Código. 



 

Parágrafo 1. En caso de que la petición sea enviada a través de cualquier medio 

idóneo para la comunicación o transferencia de datos, esta tendrá como datos de 
fecha y hora de radicación, así como el número y clase de documentos recibidos, los 
registrados en el medio por el cual se han recibido los documentos. 
 
Artículo 21. Funcionario sin competencia. Si la autoridad a quien se dirige la petición 
no es la competente, se informará de inmediato al interesado si este actúa 
verbalmente, o dentro de los cinco (5) días siguientes al de la recepción, si obró por 
escrito. Dentro del término señalado remitirá la petición al competente y enviará copia 
del oficio remisorio al peticionario o en caso de no existir funcionario competente así 
se lo comunicará. Los términos para decidir o responder se contarán a partir del día 
siguiente a la recepción de la petición por la autoridad competente. 
 
Artículo 24. Informaciones y Documentos Reservados. Solo tendrán carácter 
reservado las informaciones y documentos expresamente sometidos a reserva por la 
Constitución Política o la ley, y en especial: 
1. Los relacionados con la defensa o seguridad nacionales. 

2. Las instrucciones en materia diplomática o sobre negociaciones reservadas. 
3. Los que involucren derechos a la privacidad e intimidad de las personas, incluidas 
en las hojas de vida, la historia laboral y los expedientes pensiónales y demás 
registros de personal que obren en los archivos de las instituciones públicas o 
privadas, así como la historia clínica. 
4. Los relativos a las condiciones financieras de las operaciones de crédito público y 
tesorería que realice la nación, así como a los estudios técnicos de valoración de los 
activos de la nación. 
Estos documentos e informaciones estarán sometidos a reserva por un término de seis 
(6) meses contados a partir de la realización de la respectiva operación. 
5. Los datos referentes a la información financiera y comercial, en los términos de la 
Ley Estatutaria 1266 de 2008. 
6. Los protegidos por el secreto comercial o industrial, así como los planes estratégicos 
de las empresas públicas de servicios públicos. 
7. Los amparados por el secreto profesional. 
8. Los datos genéticos humanos. Parágrafo. Para efecto de la solicitud de información 

de carácter reservado, enunciada en los 
Numerales 3, 5, 6 y 7 solo podrá ser solicitada por el titular de la información, por sus 
apoderados o por personas autorizadas con facultad expresa para acceder a esa 
información. 
 
Artículo 25. Rechazo de las peticiones de información por motivo de reserva. Toda 
decisión que rechace la petición de informaciones o documentos será motivada, 
indicará en forma precisa las disposiciones legales que impiden la entrega de 
información o documentos pertinentes y deberá notificarse al peticionario. Contra la 
decisión que rechace la petición de informaciones o documentos por motivos de 
reserva legal, no procede recurso alguno, salvo lo previsto en el 
Artículo siguiente. La restricción por reserva legal no se extenderá a otras piezas del 
respectivo expediente o Actuación que no estén cubiertas por ella.” 
 

Así mismo, la Honorable Corte Constitucional ha reiterado que éste busca 

fundamentalmente que la administración dé respuesta pronta y oportuna a 

las inquietudes de los ciudadanos; su núcleo esencial puede concretarse en 

los siguientes aspectos, señalados en la sentencia T-283-03, M. P. Álvaro 

Tafur Galvis: 

 
“En sentencia T-377 de 2000 se delinearon algunos criterios básicos de este derecho 
tal y como han sido precisados en la jurisprudencia de esta Corporación: 
 
a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los 
mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se 
garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la 
participación política y a la libertad de expresión. 
 
b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna 
de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta 

no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido. 
 
c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse 
de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en 
conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una 
vulneración del derecho constitucional fundamental de petición. 
 



 

 

A los anteriores criterios, la Corte añadió posteriormente otros dos: primero, ha 

establecido que la falta de competencia de la entidad ante quien se plantea no la 
exonera del deber de responder; y segundo, ha precisado que ante la presentación de 
una petición la entidad pública debe notificar su respuesta al interesado.”   

 

De forma reiterada la Honorable Corte Constitucional ha manifestado que 

el derecho de petición, consagrado en el artículo 23 de la Carta Política, tiene 

varios elementos que concurren a garantizar su materialización: 

 
“(1) El derecho a presentar, en términos respetuosos, solicitudes ante las autoridades, 

sin que éstas puedan negarse a recibirlas o tramitarlas;  

(2) El derecho a obtener una respuesta oportuna, es decir, dentro de los términos 

establecidos en las normas correspondientes;  

(3) El derecho a recibir una respuesta de fondo, lo que implica que la autoridad a la 

cual se dirige la solicitud, de acuerdo con su competencia, está obligada a 

pronunciarse de manera completa y detallada sobre todos los asuntos indicados en 

la petición, excluyendo referencias evasivas o que no guardan relación con el tema 

planteado. Esto, independientemente de que el sentido de la respuesta sea favorable 

o no a lo solicitado; 

(4) El derecho a obtener la pronta comunicación de la respuesta.”   

 
Frente a que la respuesta que le corresponde brindar a quien se le presente 

un derecho de petición, nuestro Tribunal Constitucional en Sentencia T-187 

de 2010 con ponencia del Magistrado Álvaro Tafur Galvis, expuso que debe 

ser suficiente, efectiva y congruente, así:  

 
“Una respuesta es suficiente cuando resuelve materialmente la petición y satisface 
los requerimientos del solicitante, sin perjuicio de que la respuesta sea negativa a las 

pretensiones del peticionario; es efectiva si la respuesta soluciona el caso que se 
plantea (artículos 2, 86 y 209 de la Constitución Política); y es congruente si existe 
coherencia entre lo respondido y lo pedido, de tal manera que la solución a lo pedido 
verse sobre lo preguntado y no sobre un tema semejante o relativo al asunto principal 
de la petición, sin que se excluya la posibilidad de suministrar información adicional 
que se encuentre relacionada con la petición propuesta.”  

 

NOTIFICACIÓN DEL DERECHO DE PETICIÓN. 

 
La protección del derecho fundamental de petición comprende no sólo que 

se emita una respuesta dentro del término legal sino también que la misma 

sea efectivamente comunicada al peticionario, sin dejar de lado que la 

misma también tiene que ser en términos claros y congruentes. 

 

Es por ello que este derecho no se limita únicamente a la posibilidad de 

manifestar una inquietud ante la Administración o los particulares y recibir 

de ella una información, sino que conlleva también que dicha respuesta sea 

oportuna, clara, de fondo y congruente, en relación con la solicitud 

formulada, respuesta que se insiste deber ser puesta en conocimiento del 

peticionario.   

 
Además, respecto de la notificación de la respuesta emitida por la entidad a 

la cual se realiza la petición la Corte Constitucional, cuando ha tenido la 

oportunidad ha expresado que: “Sobre la obligación y el carácter de la 

notificación, debe precisarse en primer lugar, que esta debe ser efectiva, es decir, 

real y verdadera, y que cumpla el propósito de que la respuesta de la entidad sea 

conocida a plenitud por el solicitante.”  

 

Con relación a lo anterior la H. Corte Constitucional en la sentencia T-149 

de 2013 expresó lo siguiente:  

 



 

“Como se anotó, la constancia no tiene que ser idéntica ni uniforme en todos los casos, 

pero a pesar de sus elementos diferenciadores, debe permanecer en ella la propiedad 
esencial que lleve al juez de tutela al convencimiento de que hubo notificación efectiva 
al interesado. Así, los soportes que generen una duda razonable en el juzgador 
constitucional, por su falta de aptitud, idoneidad o suficiencia probatoria, deben ser 
examinados con mayor rigor para determinar si se ajustan a la realidad y certeza de 
la notificación de la respuesta. 
 
En síntesis, la garantía real al derecho de petición radica en cabeza de la 
administración una responsabilidad especial, sujeta a cada uno de los elementos que 
informan su núcleo esencial. La obligación de la entidad estatal no cesa con la simple 
resolución del derecho de petición elevado por un ciudadano, es necesario además 
que dicha solución remedie sin confusiones el fondo del asunto; que este dotada de 
claridad y congruencia entre lo pedido y lo resuelto; e igualmente, que su oportuna 
respuesta se ponga en conocimiento del solicitante, sin que pueda tenerse como real, 
una contestación falta de constancia y que sólo sea conocida por la persona o entidad 
de quien se solicita la información.” 

 

En conclusión, de nada sirve que se emita una respuesta pronta, clara y 

congruente si la misma no se da a conocer a la parte que eleva la petición, 

pues como se ha observado, sin la debida comunicación no se materializa el 

núcleo esencial del derecho fundamental de petición. 

 

 

Descendiendo al caso concreto, impetra la presente acción constitucional el 

ciudadano Santiago Andrés Rodríguez Lambertino, quien solicita el amparo 

de sus derechos fundamentales de petición, igualdad, debido proceso, 

acceso al desempeño de funciones y cargos públicos, trabajo, mérito, 

confianza legítima y buena fe, los cuales estima vulnerados por el Ministerio 

del Trabajo, al no haber dado respuesta de fondo a la PQRSD radicada el 5 

de mayo de 2026 y al no haber materializado su nombramiento en período 

de prueba dentro del Proceso de Selección No. 2618 de 2024, pese a ocupar 

la posición 18 en la lista de elegibles de la OPEC No. 221275.  

En este punto y analizado lo anterior, conforme a la situación fáctica 

planteada, corresponde al despacho determinar si las entidades accionadas 

por la omisión que describe el accionante están incumpliendo sus 

obligaciones constitucionales y legales, vulnerando o amenazando así su 

derecho fundamental, frente a lo cual procede la acción de tutela en pro de 

la eficacia de estos derechos. 

 
Es importante indicar, que es obligación dar respuesta a las peticiones que 

se hagan de manera oportuna y analizando de fondo lo peticionado ya que 

de lo contrario se viola el derecho fundamental constitucional de petición, 

es así que la falta de respuesta, la resolución tardía, la respuesta evasiva y 

la falta de comunicación a lo solicitado se constituyen en formas de violación 

del derecho fundamental de petición, que son susceptibles de ser 

conjuradas a través de la acción de tutela, expresamente consagradas en la 

Carta Magna para la defensa de los derechos de esa naturaleza. 

 

Sea lo primero en mencionar que el MINISTERIO DEL TRABAJO, no 

contestó la presente acción constitucional, muy a pesar de estar 

debidamente notificada por esta agencia judicial. 

Se establece para el caso en comento lo consagrado en la presunción de 

veracidad establecida en el Decreto 2591 de 1991: 

 

“ARTICULO 20. PRESUNCION DE VERACIDAD. Si el informe no fuere 
rendido dentro del plazo correspondiente, se tendrán por ciertos los hechos y 



 

 

se entrará a resolver de plano, salvo que el juez estime necesaria otra 
averiguación previa.” 

Sobre el particular, también se ha pronunciado la Honorable Corte 

Constitucional: 
 

“Sentencia T-260/2019 

 
7.1. Cuestión previa: presunción de veracidad y carga de la prueba  

 
La presunción de veracidad se encuentra regulada en el artículo 20 del Decreto Ley 
2591 de 1991, “(por el cual se reglamenta la acción de tutela consagrada en el artículo 
86 de la Constitución Política”. Según esta figura jurídica se presumen como “ciertos 
los hechos” de la demanda cuando el juez requiera informes a las entidades o 
personas contra quienes se hubiere presentado y, sin embargo, estos no atienden 
oportunamente el llamado. La presunción opera en dos escenarios, el primero, 
“cuando la autoridad o particular accionado omite completamente dar respuesta a la 

solicitud elevada por el juez constitucional”; y, el segundo, “cuando la autoridad o 
particular da respuesta a la solicitud, pero esta se hace meramente formal, pues en 
el fondo no responde al interrogante planteado por el funcionario judicial”. 
Adicionalmente, la omisión o negligencia al contestar la demanda puede ser total o 
parcial, esto último cuando se guarda silencio respecto a ciertos cuestionamientos. 
  
La aplicación de esta figura jurídica es más rigurosa cuando se comprometen sujetos 
de especial protección constitucional o en condición de vulnerabilidad, debido a que 
para ellos la tutela puede ser la única alternativa que permita la oportuna y eficiente 
protección de sus derechos fundamentales ante la presunta vulneración en que 
incurran los sujetos demandados. Por consiguiente, el descuido o la falta de 
importancia que las personas accionadas le den a la demanda, no puede constituir 
una carga que deba soportar la parte débil de la relación, mucho menos si se tiene en 
consideración el carácter informal y sumario que debe caracterizar a la acción de 
amparo, características que deben facilitar para estos sectores poblacionales el 
acceso a la administración de justicia.” 

  

Descendiendo al caso concreto, impetra la presente acción constitucional la 

señora MARÍA VALENTINA FONTALVO RUA contra el MINISTERIO DE 

CIENCIA, TECNOLOGÍA E INNOVACIÓN – MINCIENCIAS, al considerar 

vulnerados sus derechos fundamentales al debido proceso administrativo, 

petición, acceso a la información pública, igualdad y defensa, con ocasión 

de la actuación adelantada dentro de la Convocatoria No. 975 de 2026 – 

“Becas para el Cambio”, específicamente frente a la publicación del Banco 

Preliminar de Propuestas Elegibles, en el cual su postulación fue reportada 

como “Elegible preliminar: NO”. 

 

La accionante sostiene que presentó oportunamente su propuesta dentro 

del proceso de convocatoria, cumpliendo con los requisitos exigidos y 

aportando la documentación requerida. Refiere que, al consultar la 

información publicada por la entidad, encontró que su propuesta registraba 

como resultado de verificación: “Cumple requisitos: CUMPLE”, “Condiciones 

inhabilitantes: NO” y “Observaciones: No registra observaciones”; sin 

embargo, pese a ello, la entidad determinó que no era elegible 

preliminarmente, sin exponer, según afirma, las razones técnicas, jurídicas 

o metodológicas que sustentaron dicha decisión. manera clara y suficiente 

las razones que sustentaban dicha decisión. 

 

En particular, cuestiona que en el apartado denominado “Observaciones del 

desempate” únicamente se consignó la expresión “Desempate por la fecha y 

hora del registro”, sin que se explicara si existió efectivamente un empate 

en puntaje, entre qué propuestas se presentó, cuál fue el puntaje obtenido, 

cómo fue aplicado dicho criterio o cuál fue el fundamento normativo que 

permitió adoptar tal determinación. Bajo esa perspectiva, considera que la 



 

falta de motivación le impidió ejercer de manera adecuada sus derechos de 

contradicción y defensa dentro del trámite administrativo. 

 

Por su parte, el Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación – 

MINCIENCIAS, al ejercer su derecho de defensa, manifestó que la 

Convocatoria No. 975 de 2026 “Becas para el Cambio” se desarrolló 

conforme a los términos de referencia previamente publicados, los cuales 

establecieron las reglas de participación, los criterios de evaluación, las 

etapas del procedimiento y las condiciones para integrar el Banco de 

Elegibles, garantizando los principios de igualdad, publicidad, 

transparencia y selección objetiva. 

 

Explicó que la propuesta presentada por la accionante, identificada con 

código 60284975128052 y denominada “Maestría en Derecho de la 

Empresa”, fue sometida al proceso de evaluación técnica previsto en la 

convocatoria, obteniendo una calificación final de 38 puntos sobre 100, 

resultado inferior al puntaje mínimo requerido de 70 puntos para integrar 

el Banco Preliminar de Elegibles. 

 

Sobre el resultado de la evaluación, la entidad indicó que la calificación 

obedeció al análisis efectuado por el evaluador, quien encontró debilidades 

en diferentes criterios establecidos en la convocatoria. En relación con el 

criterio denominado “Aporte técnico y científico de la propuesta”, señaló que 

se asignaron 15 de 45 puntos, al considerar que la propuesta presentaba 

una articulación parcial con la Política de Investigación e Innovación 

Orientada por Misiones, sin desarrollar suficientemente la relación entre el 

problema identificado, los objetivos de investigación y los retos estratégicos 

de la misión seleccionada. 

 

Asimismo, frente al criterio de “Articulación con actores del Sistema Nacional 

de Ciencia, Tecnología e Innovación”, la propuesta obtuvo 10 de 20 puntos, 

debido a que, según la evaluación, no se identificaron claramente las 

entidades participantes, sus responsabilidades, mecanismos de interacción 

o aportes específicos al proceso investigativo. De igual manera, respecto de 

los “Resultados y productos esperados de Investigación, Desarrollo e 

Innovación (I+D+i)”, se otorgaron 10 de 20 puntos, al advertirse que no se 

encontraba suficientemente desarrollada la relación entre los productos 

planteados y un proceso real de investigación, desarrollo e innovación. 

 

Finalmente, en cuanto al criterio de enfoque diferencial, MINCIENCIAS 

indicó que la accionante obtuvo 3 de 15 puntos, correspondientes 

únicamente al factor relacionado con mujer, al considerar que los demás 

factores diferenciales previstos en los términos de referencia no resultaban 

aplicables o no fueron acreditados. En consecuencia, sostuvo que el 

concepto integral del evaluador concluyó que persistían debilidades 

significativas en aspectos como el aporte científico esperado, la definición de 

componentes de innovación, la identificación de beneficiarios e impactos 

territoriales y la vinculación efectiva de actores del Sistema Nacional de 

Ciencia, Tecnología e Innovación. 

 

Ahora bien, corresponde al Despacho recordar que la acción de tutela, de 

conformidad con el artículo 86 de la Constitución Política, constituye un 

mecanismo judicial preferente y sumario destinado a la protección 



 

 

inmediata de los derechos fundamentales cuando quiera que estos resulten 

vulnerados o amenazados por la acción u omisión de una autoridad pública 

o de un particular en los casos previstos por la ley. No obstante, su carácter 

subsidiario implica que, por regla general, no puede utilizarse para sustituir 

los mecanismos ordinarios establecidos por el legislador, salvo que estos no 

resulten idóneos o eficaces, o cuando sea necesario evitar la ocurrencia de 

un perjuicio irremediable. 

 

En este caso, la controversia planteada por la accionante se relaciona con 

una actuación administrativa adelantada dentro de una convocatoria 

pública, en la cual se cuestiona tanto el resultado de la evaluación como la 

suficiencia de la motivación de la decisión que determinó la no inclusión de 

su propuesta dentro del Banco Preliminar de Elegibles. 

 

Frente a ello, se observa que los términos de referencia de la convocatoria 

contemplaron mecanismos específicos para que los participantes realizaran 

seguimiento a sus postulaciones, conocieran los resultados de la evaluación 

y presentaran las solicitudes de aclaración correspondientes. La entidad 

accionada indicó que los aspirantes podían acceder al reporte individual de 

evaluación a través de la plataforma SIGP, incluyendo las calificaciones y 

observaciones registradas por los evaluadores. 

 

En ese orden, si bien la accionante afirma que desconocía las razones que 

llevaron a la entidad a determinar que su propuesta no era elegible 

preliminarmente, lo cierto es que MINCIENCIAS aportó dentro del trámite 

constitucional el resultado de la evaluación técnica y explicó los criterios 

bajo los cuales fue asignado el puntaje obtenido. De esta manera, se advierte 

que la decisión cuestionada no obedeció, prima facie, a una actuación 

arbitraria o carente de fundamento, sino a la aplicación de los criterios 

previamente establecidos en los términos de referencia de la convocatoria. 

 

Debe precisarse que la acción de tutela no constituye un escenario para 

reemplazar la valoración técnica realizada por los evaluadores de una 

convocatoria pública, pues el juez constitucional no está llamado a 

determinar si una propuesta académica merece una calificación distinta ni 

a sustituir el criterio especializado de quienes participaron en la evaluación, 

salvo que se evidencie una actuación manifiestamente arbitraria, 

discriminatoria o contraria al ordenamiento jurídico. 

 

En el presente asunto, la inconformidad de la accionante se dirige 

principalmente contra el resultado obtenido y contra la forma en que fue 

aplicado el procedimiento de evaluación. Sin embargo, no se evidencia, con 

los elementos allegados al expediente, una actuación irregular por parte de 

MINCIENCIAS que permita concluir la afectación de los derechos 

fundamentales invocados, pues la entidad explicó que la exclusión obedeció 

al incumplimiento del puntaje mínimo requerido y no a una causal subjetiva 

o discriminatoria. 

 

Adicionalmente, se advierte que la propia convocatoria contemplaba una 

etapa de solicitudes de aclaración posterior a la publicación del Banco 

Preliminar de Elegibles, mecanismo dispuesto para que los participantes 

formularan sus observaciones frente a los resultados obtenidos. La entidad 



 

señaló que dicho trámite permitía incluso realizar una verificación integral 

de los resultados del banco preliminar de elegibles. 

 

Por lo anterior, considera el Despacho que, en principio, la controversia 

planteada cuenta con mecanismos propios dentro del trámite administrativo 

de la convocatoria para ser discutida, sin que se advierta la existencia de un 

perjuicio irremediable que haga necesaria la intervención excepcional del 

juez constitucional. 

 

Así las cosas, no es procedente acudir a la acción constitucional para en lo 

que en materia aquí se debate, no sólo porque esta no puede ser utilizada 

como dispositivo paralelo de protección, cuando la legislación tiene además 

establecidas las vías adecuadas para salvaguardar sus derechos, sino 

porque, tal proceder desnaturaliza la filosofía que inspiró el mecanismo de 

amparo para la protección de los derechos superiores. 

En esas condiciones, resulta claro, como se señaló anteriormente, que la 

presente acción no cumple con el presupuesto excepcional de 

subsidiariedad para que proceda la acción de tutela para la protección de 

los derechos deprecados, de conformidad con la jurisprudencia citada en 

párrafos precedentes. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Octavo Laboral del Circuito de 

Barranquilla, administrando justicia en nombre de la República de 

Colombia y por autoridad de la ley resuelve, 

RESUELVE: 

PRIMERO: DECLARAR IMPROCEDENTE la acción de tutela presentada 

por la señora MARÍA VALENTINA FONTALVO RUA contra el MINISTERIO 

DE CIENCIA, TECNOLOGÍA E INNOVACIÓN – MINCIENCIAS, por las 

razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 

SEGUNDO: En caso de no ser impugnado, remítase el expediente a la Corte 

Constitucional para su eventual Revisión, al día siguiente de su ejecutoria, 

en cumplimiento de lo dispuesto por el artículo 31 del Decreto 2591/91.  

TERCERO: NOTIFIQUESE esta providencia a las partes involucradas 

personalmente, por el medio más expedito, así como al Defensor del Pueblo 

de esta ciudad. 

CUARTO: Para efectos de la notificación de los vinculados REQUIÉRASE al 

MINISTERIO DE CIENCIA, TECNOLOGÍA E INNOVACIÓN – 

MINCIENCIAS, a fin de que presten su colaboración en el entendido de que 

de manera INMEDIATA, notifiquen la presente providencia a los aspirantes 

inscritos en la Convocatoria No. 975 de 2026 – "Becas para el Cambio", 

adelantada por el MINISTERIO DE CIENCIA, TECNOLOGÍA E INNOVACIÓN 

– MINCIENCIAS, en su página web oficial o en el micrositio o medio 

institucional dispuesto para la divulgación de la Convocatoria No. 975 de 

2026 – "Becas para el Cambio. 

 

NOTIFIQUESE Y CÚMPLASE.  

YGB 
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